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Gobierno (especialmente si tenemos en cuenta el número de desahucios 
que se han producido en los últimos años en nuestro país) y para poder 
participar en el debate público de forma informada (ambos aspectos 
recogidos en el preámbulo de la Ley de Transparencia). 

Se aporta como documentación adjunta a la reclamación otros expedientes de 
solicitud presentados por la reclamante en los que se interesaba por la 
identificación de los inmuebles que no se encontraban ocupados  

 
4. El 21 de noviembre de 2016, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

remitió los documentos obrantes en el expediente al Departamento ministerial 
concernido para que efectuara alegaciones. En escrito de entrada el 30 de 
noviembre de 2016, el Ministerio manifestó lo siguiente: 

 
• Con fecha 13 de octubre de 2016, se dio contestación parcial a esta 

solicitud, en cuanto al número total de inmuebles vendidos durante el 
trienio 2013-2015, producto obtenido de esas ventas y destino del mismo, 
denegando el acceso a los datos solicitados en lo que se refiere a la 
identificación de los inmuebles de uso residencial vendidos y de los 
adquirentes que sean personas jurídicas. La denegación se fundamentó en 
que estas cuestiones incurrían en el supuesto contemplado en el articulo 
18.1-c de la Ley 1912013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
Información pública y buen gobierno, toda vez que para discriminar los 
inmuebles adjudicados según su uso, la personalidad del adjudicatario o su 
Identificación, sería necesaria una acción previa de reelaboración 
analizando cada uno de los expedientes de adjudicación. 

• Efectivamente, la información que obtiene la Dirección General del 
Patrimonio del Estado, en su calidad de Centro gestor y de órgano 
coordinador del Programa para la puesta en valor de los activos 
inmobiliarios del Estado, se nutre de los datos correspondientes a los 
diversos Centros Gestores integrados en el Plan de Ventas (la propia 
Dirección General del Patrimonio del Estado, el Instituto de Vivienda, 
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, la Gerencia de 
Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del Estado, el 
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias, la Tesorería General de la 
Seguridad Social, y las Sociedades Correos y SEPIDES, del Grupo SEPI). 
Esta información se prepara de acuerdo con las pautas definidas al inicio 
del Programa, con un nivel de desagregación que sólo permite, después 
de su tratamiento, generar la información que ya se ha facilitado al 
interesado (además, podría eventualmente añadirse la naturaleza y 
tipología de los inmuebles enajenados, si bien de ello no se obtendría 
exactamente el dato de los inmuebles de uso residencial). 

• Se considera que identificar para cada inmueble enajenado su carácter de 
residencial o no y la identificación del adquirente excede del tratamiento 
razonable de la información disponible, y entra de lleno en la consideración 
de información reelaborada, según lo establecido por el Consejo de 
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4. Llegados a este punto, debe comprobarse si proporcionar esa información supone 
tener que realizar una acción previa de reelaboración, tal y como sostiene la 
Administración.  

El artículo 18.1 c) de la LTAIBG establece que se inadmitirán a trámite, mediante 
resolución motivada, las solicitudes Relativas a información para cuya divulgación 
sea necesaria una acción previa de reelaboración. 

Respecto del concepto  de reelaboración, este Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno ha elaborado el Criterio Interpretativo CI/007/2015, de 12 de noviembre, 
que se resume a continuación: 

• En cuanto al concepto de reelaboración, debe entenderse desde el punto de 
vista literal que reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: 
“volver a elaborar algo”. Es esta circunstancia la que es exigible para 
entender que estamos ante un supuesto de reelaboración. 
 

• Si por reelaboración se aceptara la mera agregación, o suma de datos, o el 
mínimo tratamiento de los mismos, el derecho de acceso a la información se 
convertirá en derecho al dato o a la documentación, que no es lo que 
sanciona el artículo 12 al definir el derecho como “derecho a la información”. 

 
Dicho lo anterior, el concepto de reelaboración como  causa de inadmisión ha 
sido interpretado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en 
diversas resoluciones de tal manera que puede entenderse aplicable cuando la 
información que se solicita, perteneciendo al ámbito funcional de actuación del 
organismo o entidad que recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente 
para dar una respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información, o b) 
Cuando dicho organismo o entidad carezca de los medios técnicos que sean 
necesarios para extraer y explotar la información concreta que se solicita, 
resultando imposible proporcionar la información solicitada.  
  
Una vez fijado el concepto de reelaboración, conviene diferenciarlo de otros 
supuestos regulados  Ley 19/2013, que no suponen causa de inadmisión. 

 
I. El primero sería la solicitud de “información voluminosa”, que aparece 

recogida en el artículo 20.1. En este caso, se trata de información cuyo 
“volumen o complejidad” hace necesario un proceso específico de trabajo 
o de manipulación para suministrarla al solicitante. En este caso no se 
estaría ante un supuesto de reelaboración, por lo que tampoco sería un 
caso de inadmisión de la solicitud sino de  ampliación del plazo para 
resolver. 

 
En este sentido se pronuncia el artículo 20.1, párrafo 2 que dice 
textualmente “Este plazo (1 mes) podrá ampliarse por otro mes en el caso 
de que el volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo 
hagan necesario y previa notificación al solicitante”. 
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5.  Por último, y a efectos puramente didácticos por cuanto es una cuestión que 

también planteaba la Administración, se analiza a continuación la implicación que 
tendría, desde la perspectiva de la protección de datos de carácter personal el 
acceso a la información solicitada sobre el adquirente.  

 
En este sentido, el artículo 15 de la LTIBG señala lo siguiente: 
 
1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que 
se refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso únicamente se 
podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por 
escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente 
públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso. 

Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el 
apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos 
relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no 
conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar 
en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél 
estuviera amparado por una norma con rango de Ley. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección 
de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el 
interés público en la divulgación que lo impida, se concederá el acceso a 
información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, 
el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación 
suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y 
los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, 
en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter 
personal. 

Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente 
en consideración los siguientes criterios: 

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos 
establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español. 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o 
el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en 
fines históricos, científicos o estadísticos. 

FIRMANTE(1) : MARIA ESTHER ARIZMENDI GUTIERREZ | FECHA : 13/02/2017 09:44 | NOTAS : F



 
 
 
 

11 
 

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los 
documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo 
de aquéllos. 

d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos 
contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se 
refieran a menores de edad. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se 
efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se 
impida la identificación de las personas afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al 
tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de 
acceso. 

En el presente caso, la información que se solicita y no ha sido concedido por la 
Administración es la relativa a cuántos inmuebles del Estado se han vendido a 
personas jurídicas y quiénes son sus compradores. 
 
Como indica el artículo citado, en consonancia con la definición de datos de 
carácter personal establecida en el propio artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de protección de datos personales, dado que se solicitan 
datos sobre personas jurídicas adquirentes de esos inmuebles, no sobre personas 
físicas adquirentes, no sería necesario ni siquiera invocar dicho precepto. 

 
6. En conclusión, por todo lo anteriormente expuesto, debe estimarse parcialmente 

la Reclamación presentada, por lo que la Administración debe proporcionar a la 
Reclamante la siguiente información, relativa a los inmuebles vendidos con el 
“Programa para la puesta en valor de los activos inmobiliarios del Estado” que 
tengan la consideración de vivienda.  

 
III. RESOLUCIÓN 
 
 
En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR parcialmente la Reclamación presentada por  

 con entrada el 14 de noviembre de 2016, contra la Resolución 
de 13 de octubre de 2016, del MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS (MINHAP), actual MINISTERIO DE HACIENDA Y FUNCIÓN PUBLICA. 
 
SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES 
PUBLICAS, actual MINISTERIO DE HACIENDA Y FUNCIÓN PUBLICA, a que, en el 
plazo máximo de 10 días hábiles, remita a  la 
información a que se refiere el Fundamento Jurídico 6 de la presente Resolución. 
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